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León, Guanajuato, a 28 veintiocho de junio del año 2013, dos mil trece. .  . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 015/2012-JN, al que se acumuló el número 016/2012-JN, que contiene las actuaciones de los procesos administrativos iniciados con motivo de las demandas interpuestas, respectivamente, por el ciudadano FERNANDO DE JESÚS PLASCENCIA LÓPEZ,  con el carácter de representante legal de la persona moral denominada “PROMOTORA PLASCENCIA GOMEZ”, SOCIEDAD ANONIMA DE CAPITAL VARIABLE, en contra de las entonces Tesorera Municipal, Directora de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, Directora General de Ingresos, Director de Ingresos y Director de Ejecución, todos del  Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO y por tratarse de un presupuesto procesal, de oficio se estudia la personalidad jurídica del ciudadano FERNANDO DE JESÚS PLASCENCIA LÓPEZ, quien se ostenta con el carácter de representante legal de la Sociedad Mercantil denominada “PROMOTORA PLASCENCIA GÓMEZ”, SOCIEDAD ANONIMA DE CAPITAL VARIABLE”, personalidad que acredita con copia del Testimonio de la Escritura Pública …, debidamente certificada ante la fe del mismo Fedatario Público, a través del cual  en la cláusula primera, al ciudadano Fernando de Jesús Plascencia López, se le otorga poder general para pleitos y cobranzas, actos de administración, actos de dominio y facultades cambiarias con todas las facultades generales y las especiales que requieran clausula especial conforme a la ley, en los términos del párrafo segundo del artículo 2554 del Código Civil para el Distrito Federal o sus correlativos de cualquier Estado de la República Mexicana. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Que analizando de manera integral la primera demanda y sus anexos, se concluye que la parte actora impugna: a).- La convocatoria para remate en primera almoneda …; y, b).- El avalúo que se detalla en el estado de cuenta del impuesto predial, …, del mismo inmueble. En la segunda demanda y sus anexos, se advierte que se impugna la omisión de la entonces Directora de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, y el Director de Ejecución, de notificar a su representada el documento determinante del crédito y del requerimiento de pago. La existencia de los actos impugnados se encuentra acreditada en autos de esta causa fiscal; la convocatoria para remate en primera almoneda, se acredita con copia del Oficio …, suscrito por la Directora General de Ingresos, Dirigido al Director del Periódico Oficial del Gobierno del Estado, certificada ante la fe del Licenciado Jorge Humberto Carpio Mendoza, Titular de la Notaria Pública número 95 noventa y cinco, en legal ejercicio en este Partido Judicial; la existencia del avalúo impugnado se acredita con la copia del avalúo …, certificada por la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro; y, la falta de notificación de la determinación del crédito fiscal y del requerimiento de pago, se justifica con las constancias exhibidas al escrito de contestación de la demanda. . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Las autoridades fiscales en las contestaciones de las demandas presentadas en cada proceso ahora acumulados, aducen que se actualiza la causa de improcedencia contemplada en la fracción V del artículo 261 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en razón de que al mismo tiempo se promovió juicio de nulidad contra el mismo acto, en contra de las mismas autoridades, que en el Juzgado Primero Administrativo Municipal fue radicado bajo el número 015/2012-JN y en el Juzgado Segundo Administrativo Municipal fue radicado bajo el número 016/2012-JN, por tanto, resulta procedente el sobreseimiento del proceso, tal y como lo establece el artículo 262, fracción II, del Código en comento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, en virtud de lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
 En principio, cabe precisar que realizando un análisis de los diversos artículos que contempla el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se advierte que la figura procesal de la litispendencia, se prevé en tres hipótesis distintas, a saber: el artículo 261, fracción V, la establece como causal de improcedencia; el artículo 280 fracción III, la vislumbra como excepción; y el artículo 291 fracción I, la aprecia como causa de acumulación de dos o más procesos pendientes de resolución. . . . . . . .  . . . . . . . . . 
De esta manera, en el caso que se resuelve se comprende un breve análisis de la fracción V del artículo 261 frente a la fracción I del artículo 291, del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, a fin de desenmarañar el sentido y alcance de la norma señalada en primer término, mediante el método de interpretación sistemático, numerales que enseguida se transcriben: . . . . . .  . . . . . . 

“Artículo 261.- El proceso administrativo es improcedente contra actos o resoluciones:

V.- Que sean materia de un recurso o proceso que se encuentre pendiente de resolución ante una autoridad administrativa o jurisdiccional;” 

Esta fracción contempla la improcedencia del juicio de nulidad por litispendencia, la que de acuerdo a la doctrina consiste en la simultánea tramitación de dos o más juicios aún no resueltos, en los que está planteado el mismo problema controvertido entre las mismas partes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 291.- Procede la acumulación de dos o más procesos administrativos pendientes de resolución, cuando:
I.- Las partes, siendo las mismas o diversas, combatan el mismo acto o resolución e invoquen idénticos conceptos de impugnación;

Esta fracción contempla la acumulación de dos o más juicios de nulidad por litispendencia, bajo la exigencia de que se trate de: las mismas o diversas partes, del mismo acto o resolución impugnada y se invoquen idénticos conceptos de impugnación, esto es en otras palabras que en los procesos materia de la acumulación se esté planteando el mismo problema controvertido entre las mismas o diversas partes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .      
Ahora bien, bajo la tesitura de estas dos normas jurídicas se desprende que la intención del Legislador al contemplar la litispendencia como causal de improcedencia y como acumulación de procesos, es en el sentido de evitar que se emitan sentencias contradictoras; lo anterior es así, en razón de que al declararse procedente la causal de improcedencia por litispendencia prevista en la fracción V del artículo 261 referido, la consecuencia sería sobreseer el proceso más reciente y prevalece el Juicio más antiguo, el que continuará su trámite hasta su total terminación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De este modo, en este último supuesto lo que pretende el legislador es que para la impugnación de los actos o resoluciones emitidas por autoridades administrativas haya un sólo proceso, a fin de que no se dicten sentencias contradictoras sobre la misma controversia, pero para que se configure esta causal de improcedencia es menester que ante el Órgano Jurisdiccional de manera simultánea se tramiten dos a más juicios aún pendientes de resolución o sentencia,  que se trate de las mismas o diversas partes y del mismo acto o resolución impugnada, lo que sucede en la especie y a pesar de lo anterior, no procede el sobreseimiento del proceso, en virtud de que el expediente 016/2012-JN que radicó el Juzgado Segundo Administrativo Municipal, mediante resolución incidental de fecha 11 once de enero del año 2013 dos mil trece, se acumulo a este expediente 015/2012-JN, por ser la causa más antigua. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Abundando lo anterior, cabe mencionar que la causal de improcedencia contemplada en el artículo 261, fracción V, del multireferido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se actualiza cuando los dos procesos se tramitan por separado, ya sea en el mismo o en distinto Órgano Jurisdiccional, con el objeto de terminar  de forma anómala el proceso más reciente y dejar subsistente el proceso más antiguo, evitando con ello la emisión de sentencias contradictoras; empero, esta causal de improcedencia no opera en el caso de que se haya declarado la acumulación de los procesos, ya que se parte de la premisa de que en un sólo expediente deben ser decididas todas y cada una de las cuestiones de los procesos respecto de la misma litis. Lo anterior es así porque, en materia contenciosa administrativa se le permite al Juzgador resolver dos o más procesos acumulados cuando la parte actora combate el mismo acto y hace valer idénticos conceptos de impugnación, por esta razón no existe impedimento alguno para decidir en esta sentencia las cuestiones planteadas en las demandas de nulidad que nos ocupan, por tanto, en la especie resulta improcedente el sobreseimiento del proceso expediente número 016/2012-JN. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así mismo, las entonces Tesorera Municipal y la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, en sus respectivas contestaciones de las demandas, presentadas en el proceso expediente número 015/2012-JN, oponen las excepciones y defensas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La falta de acción y carencia de derecho, para efectos de este proceso se estima que es lo mismo la carencia de acción y la carencia de interés jurídico, de ahí resulta, que a diferencia de las controversias en derecho privado, conforme a la técnica jurídica del proceso contencioso administrativo, la falta de acción no es posible analizarla como excepción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por carencia de interés jurídico, siendo lo anterior así, en la especie se determina que la parte actora como sujeto pasivo del impuesto predial si cuenta con interés jurídico para impugnar la convocatoria para remate en primera almoneda, el avalúo fiscal que sirve de base para determinar el crédito fiscal por impuesto predial y la falta de notificaciones de los actos fiscales que indica, toda vez que se encuentran dirigidos hacia su persona y como destinatario de los actos impugnados esta en aptitud de intentar la demanda que nos ocupa, por ende, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La excepción derivada de los artículos 137 y 138 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que el acto impugnado reúne los requisitos de los numerales en cita; al respecto cabe mencionar, que de los argumentos expresados podemos desprender una defensa, en el sentido de que los actos tildados de ilegales reúnen los elementos y requisitos de validez, aspectos que se analizarán al momento de determinar la legalidad o ilegalidad de los actos fiscales combatidos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La excepción Nom Mutati Libeli, se considera que esta excepción no opera en el proceso administrativo, en razón de que cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, pues de no hacerlo así, se incurre en una violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 

Por otra parte, de las constancias que integran esta causa se advierte que no se actualiza ningún otra causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261, por lo que en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Que el actor en el primer concepto de impugnación de la demanda que dio origen al proceso más antiguo, arguye en esencia que las autoridades señaladas como responsables violan en su perjuicio el artículo 176 de la Ley de hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, lo transcribe; y, niega lisa y llanamente que la Tesorería Municipal o la Dirección General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro adscrita a la misma, le hayan notificado una orden de valuación por escrito del inmueble referido; niega lisa y llanamente que le hayan sido notificados legalmente los resultados del supuesto avaluó que realizó la Tesorería Municipal o la Dirección General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro al citado inmueble; que desconoce si la valuación que supuestamente practicó la Tesorería Municipal, se llevó a cabo conforme a lo que dispone el último párrafo del citado artículo y en general conforme a lo que dispone la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, respecto del procedimiento de valuación establecido en la misma; en el segundo concepto de impugnación de la demanda aduce en lo esencial que las autoridades violan en su perjuicio el artículo 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, lo transcribe; y, niega lisa y llanamente que peritos autorizados por la Tesorería Municipal hayan practicado el avaluó del inmueble referido, por consiguiente niega que lo hayan practicado conforme a lo que dispone el primer párrafo del citado artículo 177, por lo que nunca se dieron los supuestos a que se refieren los párrafos segundo y tercero del citado dispositivo legal. En tanto, que las autoridades en sus respectivas  contestaciones de las demandas aducen respecto al primer y segundo conceptos de impugnación que el actor prácticamente señala que existe violación a lo establecido en los artículos 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, al carecer de la debida fundamentación y motivación; y, contrario a lo que señala el actor se llevó a cabo el procedimiento establecido en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, para la práctica del avalúo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Conceptos de impugnación que resultan FUNDADOS, en mérito de las  siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En principio, se impone señalar que estos dos conceptos de impugnación se analizarán de manera conjunta, en razón de que la argumentación lógica y jurídica expresada en los mismos, se dirige a desvirtuar la presunción de legalidad del avaluó y tiene relación entre sí. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En segundo lugar, cabe mencionar que los artículos 176 y 177 de la Ley de  Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, establecen las formalidades para la práctica de avalúos y dichos numerales constriñen al Tesorero Municipal, de manera previa, a valuar un inmueble, a cumplir con los pasos formales siguientes: 1.- Emitir una orden escrita debidamente fundada y motivada; 2.- Designar en dicha orden al perito o peritos que practicaran el avalúo; 3.- Emitir la notificación de los resultados del avalúo y el monto del impuesto; 4.- Conceder un plazo de 30 treinta días, al contribuyente para que formule aclaraciones; 5.- Valuar por separado el terreno y las construcciones; 6.- Elaborar el avalúo en las formas oficiales correspondientes; 7.- Aplicar valores unitarios del suelo y de las construcciones conforme lo establece la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el ejercicio fiscal correspondiente; y, 8.- La visita física del perito en hora y día hábiles al inmueble objeto de la valuación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así, por su parte la Persona Moral actora niega lisa y llanamente que la entonces Tesorera Municipal le haya notificado la orden de valuación, los resultados del avaluó y que los peritos se hayan presentado en día y hora hábiles en el inmueble materia de la valuación, mientras que, la referida autoridad fiscal omitió exhibir al sumario la orden de valuación, la notificación formal de los resultados del avalúo …, que fija un valor fiscal … y el acta circunstanciada de la visita física al inmueble, por tal virtud, en la especie no esta demostrado que haya cumplido con la formalidad del procedimiento de valuación exigidas por los artículos 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; ahora bien, respecto al avalúo se precisa que a pesar de que se aportó y aceptó en el sumario como prueba éste acto fiscal no surtió sus consecuencias jurídicas, dado que estas empiezan hasta el momento en que se da a conocer con apego a derecho, de donde resulta, que para efectos del caso que se resuelve, el avalúo tiene la presunción de legalidad, pero no es un acto eficaz, porque formalmente sus resultados no fueron notificados a la justiciable, por lo que estas omisiones como vicios del procedimiento de valuación, le causan un grave perjuicio a la Persona Moral actora, al dejarse de cumplir las formalidades contempladas en los artículos 176 y 177 de la pluricitada Ley de Hacienda para los Municipios. . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otro lado y en relación a las pruebas admitidas en autos que consisten en copias certificadas por el Secretario del Ayuntamiento de León, Guanajuato, de los siguiente documentos: Citatorio …, practicado por el Ministro …; Requerimiento de Pago del Impuesto Predial, …, suscrito por la Directora General de Ingresos y su notificación; Citatorio …, practicado por el Ministro Ejecutor…; Mandamiento de Embargo del Impuesto Predial, …, suscrito por la Directora General de Ingresos y el Acta de Embargo, …; el Oficio …, suscrito el día …, por la Directora General de Ingresos; el Oficio …, suscrito por la Directora General de Ingresos y el Perito Valuador; diligencia de aceptación y protesta del cargo de perito, …; Acta de Notificación …; Citatorio …, …; Acta de notificación, …, no constituyen medios de prueba idóneas para desvirtuar las negativas lisas y llanas, en razón de que son actos consecuencia del avalúo fiscal que nos ocupa y por consiguiente son de fechas posteriores, según se advierte de cada uno de ellos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De este modo, conforme a lo expuesto en los párrafos que anteceden, resulta evidente que no se respetaron las formalidades esenciales del procedimiento de valuación; porque, por un lado, no se encuentra demostrado en autos de esta causa, que la existencia de la orden de valuación, la notificación de los resultados del avalúo que actualizó el valor fiscal del predio que nos ocupa, ni la  visita física al inmueble materia de la valuación, en tal virtud, el avalúo a debate resulta ilegal, ya que como acto fiscal no reúne el elemento de validez establecido en el artículo 137, fracción VIII, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, elemento que deben satisfacer los actos administrativos, estos últimos entendidos en su acepción amplia, por ello, no existe impedimento para concluir que los actos emitidos por las autoridades fiscales quedan incluidos en los actos administrativos; de esa forma, el avalúo que actualiza el valor fiscal del predio que nos ocupa, no fue ordenado por la entonces Tesorera Municipal y como bien es sabido, está constreñida a satisfacer las formalidades del procedimiento de valuación establecidas y su omisión origina la ilegalidad del avalúo impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En ese sentido, el avaluó impugnado que modifica el valor fiscal del referido inmueble, afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, ya que se vulneran en su perjuicio los artículos 4, primer párrafo de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 176 y 177 de la aludida Ley de Hacienda; es así que, en el caso se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción III del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por ende, con fundamento en lo establecido en el artículo 300 fracción II del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es de decretarse la nulidad lisa y llana del avalúo fiscal …, que fija el nuevo valor fiscal …, al inmueble que nos ocupa; y, de todos aquellos actos fiscales consecuentes del pluricitado avalúo, como lo son el Procedimiento Administrativo de Ejecución mediante el cual se exige a la Persona Moral impetrante el crédito fiscal …, cuenta predial …, dentro del que se encuentran los siguientes actos: el embargo trabado sobre la finca urbana ubicada en …, embargo inscrito por la Directora General de Ingresos del Municipio de León, Guanajuato en el Registro Público de la Propiedad de esta ciudad con folio real …; el crédito fiscal a cargo de la justiciable …, contenido en el estado de cuenta de impuesto predial, …; y, la convocatoria para remate en primera almoneda …, …, suscrito por la Directora General de Ingresos, Dirigido al Director del Periódico Oficial del Gobierno del Estado. Lo anterior, en razón de que estos actos consecuentes se apoyan en un avalúo viciado de origen, pues, lo accesorio sigue la suerte de lo principal. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna  forma  partícipes  de  tal  conducta  irregular,  al otorgar a  tales  actos valor legal.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- Que la argumentación analizada en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad de los actos impugnados, por lo que resulta innecesario el estudio de los conceptos de impugnación expresados en la demanda, toda vez que de proceder alguno de éstos, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”.  Tercera  Sala,  Séptima  Época,  Volumen  157-162. Cuarta  Parte, visible a página 32. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II y 302 fracción III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
PRIMERO.- Este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver este proceso administrativo. .  . . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del avalúo fiscal …, que fija el nuevo valor fiscal …, al inmueble que nos ocupa; y, de todos aquellos actos fiscales consecuentes del pluricitado avalúo, …; y, la convocatoria para remate en primera almoneda…, suscrito por la entonces Directora General de Ingresos, Dirigido al Director del Periódico Oficial del Gobierno del Estado. Lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 5 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 28 DE JUNIO DEL 2013, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 015/2012- JN.

